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INFORME No. 96/12
DECISIÓN DE ARCHIVO

CASO 11.819

ARGENTINA

8 de noviembre de 2012 

PRESUNTA VÍCTIMA: 
Christian Daniel Domínguez Domenichetti
PETICIONARIO:
Centro de Estudios Legales y Sociales (CELS), Centro por la Justicia y el Derecho Internacional (CEJIL) y la Coordinadora contra la Represión Policial e Institucional (CORREPI)

VIOLACIONES ALEGADAS:
Artículos 1.1, 4, 5, 8 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos 
FECHA DE INICIO DE TRÁMITE:
14 de octubre de 1997
I.
POSICIÓN DE LOS PETICIONARIOS

1. Los peticionarios sostienen que el Estado es responsable de la muerte de Christian Domínguez Domenichetti, provocada por las lesiones generadas por la grave paliza que le propinaron funcionarios penitenciarios el 15 de febrero de 1995. Asimismo, sostienen que el Estado faltó al cumplimiento de sus obligaciones internacionales de castigar conforme a la gravedad de la tortura sufrida por el señor Domínguez. Sostienen que como la sentencia del caso penal no sancionó adecuadamente las violaciones del derecho a la vida y la integridad física del señor Domínguez, su familia ha sido víctima de denegación de justicia. Más específicamente, sostienen que el Estado no aplicó correctamente las normas legales pertinentes y dio por terminada la investigación y el procesamiento sin siquiera determinar quién era responsable de su deceso.  
2. Los peticionarios sostienen que el 15 de febrero de 1995, estando encarcelado en la Unidad Penitenciaria No. XV del Servicio Penitenciario de la Provincia de Buenos Aires, Christian Domínguez fue retenido en la Unidad Psiquiátrica de la Prisión, donde se apoderó de un trozo de vidrio y lo utilizó para tomar como rehén al médico de la prisión, Bladimiro Pawlum Czesjic, presionándolo contra su garganta. Mientras mantenía cautivo al doctor, Domínguez ordenó al enfermero que abriera las puertas de la celda para pasar a la Sección de Máxima Seguridad. Una vez allí, logró que un guardia abriera la primera de las rejas, lo que le facilitó el acceso a la zona central de la prisión, la Zona de Control. Mientras esto ocurría, otro guardia alertó a la Zona de Control sobre la toma de rehenes y un oficial de guardia acudió al lugar en que se encontraba Domínguez, quien a la vez liberó al doctor y tomó como rehén al enfermero. Antes de que Domínguez lograra abrir la segunda reja, llegaron otros guardias, quienes trataron infructuosamente de persuadir a Domínguez de que liberara a su rehén y se rindiera. Luego lograron aprehenderlo, el rehén quedó libre y Domínguez fue llevado por la fuerza al Sector de Admisión.  
3. Los peticionarios informan que Domínguez fue entonces recluido en una celda utilizada para traslados hacia fuera y hacia adentro de la prisión, y que le quitaron la ropa de la cintura para abajo, incluidos los zapatos. Lo esposaron con las manos detrás de la espalda y luego lo sujetaron con las esposas a un barrote de la celda, momento en que fue salvajemente golpeado en todo el cuerpo por los guardias de la prisión, como castigo por el incidente descrito. La paliza le provocó graves lesiones en el hígado, que le causaron una hemorragia masiva y la muerte. A esta altura había sido transferido a otra zona de reclusión. Los peticionarios indican que el informe de la autopsia indica que aparte de las lesiones sufridas en el hígado, se comprobaron lesiones en la cabeza, el cuello, las extremidades, la espalda, los pulmones, el bazo y las costillas, causadas por puñetazos y puntapiés y mediante un objeto contundente o semicontundente.
4. Al respecto, los peticionarios alegan que por los hechos descritos se iniciaron procedimientos penales y el Fiscal acusó a cinco empleados de la Unidad Penitenciaria No. XV del Servicio Penitenciario de la Provincia de Buenos Aires, conforme al texto reformado del Código Penal. A cuatro personas les fue imputado el delito de tortura seguida de muerte previsto en el citado artículo y una persona fue acusada del delito de negligencia funcional. Indican que el 24 de marzo de 1997, dictó sentencia la Cámara en lo Criminal y Correccional de la Ciudad de Mar del Plata. De las cuatro personas acusadas de tortura seguida de muerte, dos fueron declaradas culpables de tortura, una de negligencia funcional y la restante fue absuelta. La quinta persona originalmente acusada de negligencia funcional también fue absuelta. Los declarados culpables de tortura fueron condenados a 13  y 11 años de prisión, respectivamente, y a ambos se les inhabilitó en forma absoluta y perpetua para ocupar cargos de seguridad similares en el futuro. La persona declarada culpable de negligencia funcional fue condenada a un año y seis meses de prisión y se le inhabilitó para ocupar cargos de seguridad similares por tres años. 
5. Los peticionarios señalan que la sentencia confirmó que por lo menos dos de las cinco personas acusadas participaron activamente en la tortura, y según las pericias presentadas, la muerte del señor Domínguez fue una consecuencia necesaria de los golpes recibidos. No obstante, alegan que nadie fue declarado culpable del deceso y que no se inició un procedimiento adicional para determinar dicha responsabilidad. 
6. Los peticionarios señalaron que habiéndose impuesto una pena, por más que los familiares de la presunta víctima cuestionaran su validez, no tenían fundamento legal para impugnarla de conformidad a la normativa del Código Procesal Penal de la Provincia de Buenos Aires que se encontraba vigente. Precisan que sólo el Fiscal estaba legitimado para apelar la condena o impugnar como inadecuada la calificación penal por la que se haya establecido responsabilidad, y en el caso de autos se abstuvo de hacerlo.
7. Los peticionarios sostienen que Argentina está obligada, conforme a la Convención Americana y a la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura, no sólo a calificar como delitos graves los actos de tortura, sino también a castigar a los responsables de la tortura con penas que correspondan plenamente a la gravedad del acto. Los peticionarios sostienen que si bien Argentina ha cumplido el primer aspecto de sus obligaciones, en el caso de autos no ha observado el segundo. Entre otros, los peticionarios sostienen que el tribunal en la práctica impuso un requisito no previsto en la ley y de imposible cumplimiento en las circunstancias de un caso de tortura, con lo cual facilitó la imposición de la pena más leve. 
8. Asimismo, los peticionarios sostienen que las autoridades judiciales se abstuvieron deliberada y arbitrariamente de procesar y castigar conforme a su gravedad los delitos cometidos contra Christian Domínguez. Sostienen que la norma legal aplicada por el tribunal actuante para determinar la responsabilidad de los delitos cometidos contra Christian Domínguez y castigar a sus perpetradores era incompatible con los requisitos de la Convención Americana y de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura. Aunque el Estado codificó como correspondía el delito de tortura seguida de muerte, ya que previó un castigo más severo en esa circunstancia, en la práctica no se aplicó la pena agravada. En la petición se deja constancia que el Código Penal Argentino estipula en el Artículo 144 (3) (ii) que: “si con motivo u ocasión de la tortura resultare la muerte de la victima, la pena privativa será de reclusión o prisión perpetua. Si se causare alguna de las lesiones previstas en el artículo 91 (lesiones gravísimas), la pena privativa de libertad será de reclusión o prisión de 10 a 25 años”. Los peticionarios afirman que la aplicación de penas apropiadas y adecuadas constituye un disuasivo para futuros violadores de derechos humanos.
 
9. Los peticionarios aducen otras violaciones de la obligación del Estado de investigar la tortura y muerte del señor Domínguez. Sostienen que si bien se probó que por lo menos el Director, el Subdirector y el Oficial Médico facilitaron la tortura por omisión, faltando a su obligación de haberla hecho cesar cuando tenían los medios de hacerlo, las altas autoridades de la prisión fueron enteramente absueltas de toda participación en los hechos. Sostienen, además, que debieron haberse adoptado medidas adicionales para investigar el fallecimiento de la presunta víctima y hacer efectiva la responsabilidad por su muerte.
II.
POSICIÓN DEL ESTADO

10. El principal argumento del Estado es que respondió a la situación denunciada como lo requiere la Convención Americana y la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura. El Estado reconoce el hecho de que las lesiones sufridas por la víctima, que determinaron su fallecimiento, fueron provocadas por funcionarios del Servicio Penitenciario de la Provincia de Buenos Aires, en las instalaciones de la Unidad Penitenciaria No. XV del Servicio Penitenciario de la Provincia de Buenos Aires, el 15 de febrero de 1995. En su calidad de funcionarios del Servicio Penitenciario, los responsables eran agentes del Estado, aunque actuaron independientemente y no en virtud de una orden o plan. De conformidad a sus alegatos, a los hechos denunciados fueron objeto de la debida investigación y se decretaron procesamientos penales, y a los condenados se les impuso la pena que correspondía.
11. El Estado sostiene que cumplió con su obligación internacional en el marco de la Convención Americana y de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura de calificar como delitos los actos de tortura. Conforme a lo dispuesto en el Código Penal, el delito de tortura, cuando es seguido de muerte, es el que determina la pena más grave conforme a la legislación penal argentina. El Estado sostiene que además cumplió con sus obligaciones internacionales de castigar a los participantes en los hechos denunciados conforme a la gravedad de los delitos.  El derecho a la protección judicial reconocido por la Convención consiste en el derecho a interponer un recurso sencillo y rápido ante un tribunal competente, independiente e imparcial, que brinde la posibilidad, pero nunca la garantía, de un resultado favorable. El Estado indica que los peticionarios efectivamente tuvieron a su disposición ese recurso en el caso de autos.
12. El Estado sostiene que las penas impuestas en los sistemas judiciales internos son un asunto exclusivo de la legislación y competencia internas. Cada Estado está obligado a establecer penas adecuadas por los actos definidos como delitos dentro de su jurisdicción, y en ese contexto los jueces están obligados a aplicar esas penas conforme al debido proceso. El Estado sostiene que no existen normas internacionales que establezcan términos específicos para determinadas penas, por lo cual la supuesta levedad de la pena impuesta en el caso de autos no puede ser el fundamento de una denuncia enmarcada en la jurisdicción de la Comisión. El Estado señala, además, que conforme a lo establecido en el Artículo 5(6) de la Convención Americana, la “finalidad esencial” de una pena de prisión es la “reforma y la readaptación social” del detenido, y no el número de años de la pena cumplida.
13. El Estado alega que la luz de las pruebas presentadas, el tribunal interno cumplió con sus obligaciones internacionales y llegó a la conclusión de que existían pruebas suficientes para la condena, pero insuficientes para imponer la pena máxima a la que aspiraban los peticionarios.
14. El Estado aduce que, con respecto a los delitos cometidos contra la presunta víctima, perpetrados por agentes del Estado que actuaron en forma independiente, asumió responsabilidad y cumplió adecuadamente con sus obligaciones internacionales, investigando los hechos, procesando a los implicados y condenando a los responsables. Sostiene además que la Comisión no es competente para revisar las decisiones adoptadas por autoridades judiciales argentinas actuando dentro de la esfera de su competencia. El Estado señala que el mero hecho de que los peticionarios discrepen con una sentencia interna, o que ésta no los satisfaga, no es un fundamento suficiente para la admisibilidad de su reclamo.
III.
TRÁMITE ANTE LA CIDH 
15. La petición se recibió el 23 de septiembre de 1997. El 14 de octubre de 1997 la Comisión inició el trámite de la petición, dando a conocer al Estado las partes pertinentes de la misma y solicitándole su respuesta en un plazo de 90 días, de conformidad al Reglamento de la CIDH vigente en aquel entonces. Por nota de esa misma fecha se notificó esa decisión a los peticionarios. El Estado posteriormente solicitó prórrogas a dicho plazo, y presentó su respuesta mediante comunicación de fecha 28 de agosto de 1998, de la cual se efectuó el correspondiente traslado.
16. Posteriormente la CIDH recibió información y observaciones de ambas partes. El 24 de octubre de 2003, la CIDH adoptó el informe de admisibilidad No 51/03 relativo al presente caso, en el cual concluyó que tenía competencia para examinar las alegaciones de los peticionarios, y que la petición era admisible conforme a los artículos 46 y 47 de la Convención Americana, con respecto a las supuestas violaciones de los artículos 8, 25 y 1.1 de dicho instrumento internacional. El Informe se notificó a las partes mediante comunicación de fecha 12 de enero de 2004. Mediante nota de 12 de marzo de 2004, los peticionarios manifestaron su interés en iniciar la búsqueda de una solución amistosa. Mediante notas de fecha 30 de agosto de 2004 y 10 de mayo de 2005, los peticionarios solicitaron a la Comisión que se continuara con el trámite del caso.
17. La CIDH mediante notas de 10 de diciembre de 2010 y 17 de mayo de 2011, solicitó información actualizada respecto a la petición a los peticionarios. Con nota de fecha 14 de noviembre de 2011, los peticionarios oficializaron su solicitud de desistimiento del caso ante la CIDH en los términos del artículo 41, aduciendo que habían perdido contacto con los familiares de Christian Domínguez Domenichetti y que por ende se encontraban impedidos de actuar en su representación. Dicha comunicación se remitió al Estado para su conocimiento.
IV.
FUNDAMENTO PARA LA DECISIÓN DE ARCHIVO

18. El artículo 41 del Reglamento de la CIDH regula el desistimiento indicando que “el peticionario podrá desistir en cualquier momento de su petición o caso, a cuyo efecto deberá manifestarlo por escrito a la Comisión. La manifestación del peticionario será analizada por la Comisión, que podrá archivar la petición o caso si lo estima procedente, o podrá proseguir el trámite en interés de proteger un derecho determinado”. 

19. En el presente caso, y en atención a dicho marco normativo, la CIDH observa que los peticionarios, presentaron un escrito solicitando el desistimiento del trámite del caso ante la CIDH. En estas circunstancias, la CIDH decide archivar el caso No 11.819 de conformidad con los artículos 48.1.b de la Convención Americana, 41 y 42.1 de su Reglamento.

Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 8 días del mes de noviembre de 2012.  (Firmado): José de Jesús Orozco Henríquez, Presidente; Felipe González, Segundo Vicepresidente; Dinah Shelton, Rodrigo Escobar Gil, Rosa María Ortiz, y Rose-Marie Antoine, Miembros de la Comisión. 
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